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Reclamaciones económico-administrativas. Recurso de alzada ordinario. Extemporaneidad del 
recurso de alzada interpuesto por el Director del Departamento de la AEAT. ¿A quién incumbe la carga de 
la prueba en aplicación del principio de disponibilidad y facilidad probatoria?. Las cuestiones que presentan 
interés casacional son las siguientes: determinar quiénes son los "órganos legitimados" para interponer el 
recurso de alzada ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso 
extraordinario para la unificación de doctrina, en la medida que la notificación de las resoluciones de las 
reclamaciones económico-administrativas que pretendan impugnarse a través de dichos recursos ha de 
practicarse a dichos "órganos legitimados" según el art. 50 RGRVA. Específicamente, dado que el momento 
en que se practique esa notificación constituye el dies a quo del plazo para interponer alguno de estos tres 
recursos, habrá que determinar si, a los efectos de considerar notificada la resolución de la reclamación 
económico-administrativa, susceptible de ser impugnada, será suficiente con la practicada a la Oficina de 
Relación con los Tribunales ("ORT") o al correspondiente departamento de la Administración, que habiendo 
dictado el acto tributario que fue objeto de revisión económico-administrativa en primera instancia, la reciba 
a los efectos de su ejecución o, por el contrario, el art. 50 RGRVA exige, además, otra notificación, 
específicamente dirigida a los efectos de permitir su impugnación mediante alguno de los tres referidos 
recursos. Asimismo, conforme al principio de buena administración inferido de los arts. 9.3 y 103CE y a los 
efectos de verificar que el recurso de alzada ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación 
de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, se hayan interpuesto dentro de plazo, 
precisar si debe existir o no en el expediente administrativo, constancia documental o informática de la fecha 
de la notificación de la resolución a los "órganos legitimados" para interponerlos  [Vid., SAN de 10 de junio 
de 2019, recurso n.º 709/2017 (NFJ074555) contra la que se plantea el recurso de casación]. 
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  SECCIÓN: PRIMERA  
 
  A U T O  
 
 Excmos. Sres. 
 
 D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, presidente 
 
 D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo 
 
 D. César Tolosa Tribiño 
 
 D. Ángel Ramón Arozamena Laso 
 
 D. Dimitry Berberoff Ayuda 
 
 En Madrid, a 8 de octubre de 2020. 
  
 

HECHOS 
 

 Primero. 
 
  1. El procurador don Ramón Rodríguez Nogueira, en representación de doña Pura, preparó recurso de 
casación contra la sentencia dictada el 10 de junio de 2019 por la Sección Séptima de la Sala lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional que, desestimó el recurso nº 709/2017, interpuesto contra la resolución del 
Tribunal Económico-Administrativo Central, de 29 de junio de 2.017, por la que se estimó el recurso de alzada 
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interpuesto por el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la AEAT, contra la resolución 
del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid, de 28 de octubre de 2014, que, a su vez, había estimado 
la reclamación nº NUM000, interpuesta contra el acuerdo de derivación de responsabilidad solidaria, por importe de 
1.074.996,43 euros.  
  2. Tras justificar la concurrencia de los requisitos reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la 
resolución impugnada, identifica como infringidos:  
 
  2.1. El artículo 241 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE de 18 de diciembre) 
["LGT"] en relación con el principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 de la Constitución 
["CE"], todo ellos en puesto en conexión con el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 
(BOE 8 de enero) ["LEC"] y de la jurisprudencia sobre las reglas generales que rigen la carga de la prueba en el 
proceso judicial.  
  2.2 El artículo 42.2, a) y 89 apartados 1 y 3 de la LGT, en relación con los artículos 25 y 31.3 de la 
Constitución.  
  2.3 Los artículos 31.1, 9.3, 103.1, 24.2, 25.1 de la CE, así como los artículos 6, 36 apartados 1 y 2, 41.1 y 
42.2, a) de la LGT.  
  3. Razona que tales infracciones han sido relevantes y determinantes de la decisión adoptada en la 
resolución recurrida, toda vez que el artículo 241 LGT se invocó en el Fundamento Primero de la demanda donde 
se denuncia "la "EXTEMPORANEIDAD DEL RECURSO DE ALZADA. FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA Y DE LOS ACTOS DE EJECUCIÓN DE LA MISMA" (págs. 9 a 16), citándose en págs. 9, 13, 17, y 
18. La Sentencia lo aborda en sus Fundamentos Segundo y Tercero, citándolo concretamente en págs. 3, 4, 5 y 6".  
 Añade que del artículo 42.2.a) de la LGT "se ocupa el Fundamento Tercero de la demanda "NO 
CONCURRENCIA DEL SUPUESTO DE RESPONSABILIDAD DEL ARTÍCULO 42.2.A) DE LA LGT" (págs. 19 a 43) 
y se menciona repetidamente en ella. La Sentencia lo trata en sus Fundamentos Cuarto, Quinto, Sexto y Séptimo 
(citándolo en págs. 2, 3, 4, 7, 9, 10, 11, 12 y 14)".  
 Expone que "[s]e plantea implícitamente en la demanda (apartado 41) la vulneración de la legalidad 
constitucional y ordinaria, tributaria y sancionadora antes invocada que, por su evidencia y notoriedad forma parte 
del acervo común sin necesidad de mencionarla específicamente y nominatim". 
  5. Considera que concurre interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia porque se da la 
presunción contenida en el artículo 88.3, letra a), LJCA.  
 Sostiene que se han aplicado normas en las que se sustenta la razón de decidir sobre las que no existe 
jurisprudencia [ artículo 88.3.a) LJCA], cuando menos en el sentido del artículo 1.6 del Código Civil, porque es 
necesario "que el Tribunal Supremo clarifique:  
 
 (i) si la fecha de notificación de la Resolución recurrida debe obrar en el expediente administrativo, al tratarse 
de un requisito legal exigido como cuestión de orden público procesal; y 
 (ii) si por el principio de buena administración implícito en los arts. 9.3 y 103 CE y las exigencias que de ellos 
extrae la doctrina de la Sala Tercera ["a la Administración, y claro está, a los órganos económico administrativos 
conformadores de aquella, le es exigible una conducta lo suficientemente diligente como para evitar posibles 
disfunciones derivada de su actuación (...)" ( ATS de 14 de febrero de 2019, Sección Primera, rec. 7483/2018, 
Ponente: D. Francisco José Navarro Sanchís, FJ Cuarto,2)], y por las propias exigencias de la tutela administrativa 
y judicial efectiva y, en fin, del principio de facilidad probatoria ( art. 217 LEC), resulta obligado que [aunque no lo 
diga expresamente el art. 241 LGT ni el vigente Reglamento General de Desarrollo de la LGT en materia de Revisión 
en Vía Administrativa, aprobado por RD 520/2005, de 13 de mayo (en adelante RGRVA)] el escrito de interposición 
del recurso de alzada del Director del Departamento deba presentarse acompañado del certificado que constate la 
fecha de recepción de la comunicación de la Resolución estimatoria del TEAR que se recurre, única manera de que 
los interesados en la instancia y el propio TEAC puedan apreciar la temporaneidad o no de la alzada interpuesta; y, 
en defecto de lo anterior,  
 (iii) si el dies a quo se establece a partir de que la resolución del TEAR se notifica específicamente al Director 
del Departamento o basta con que aparezca notificado a la Oficina de Relación de los Tribunales del propio 
Departamento". 
  6. No aporta razones específicas y distintas de las que derivan de lo expuesto para fundamentar el interés 
casacional objetivo con el objeto de justificar la conveniencia de un pronunciamiento del Tribunal Supremo.  
 
 Segundo. 
 
  La Sección 7ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, tuvo por preparado el 
recurso de casación en auto de 23 de septiembre de 2019, habiendo comparecido doña Pura recurrente ante esta 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, dentro del plazo de 30 días señalado en el artículo 89.5 LJCA.  
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 De igual modo lo ha hecho como parte recurrida el abogado del Estado, quien se ha opuesto a la admisión 
del recurso. 
 Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Dimitry Berberoff Ayuda, Magistrado de la Sala. 
 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 
 
 Primero. 
 
  Requisitos formales del escrito de preparación.  
  1. El escrito de preparación fue presentado en plazo ( artículo 89.1 de la LJCA), la sentencia contra la que 
se dirige el recurso es susceptible de recurso de casación ( artículo 86 de la LJCA, apartados 1 y 2) y doña Pura, se 
encuentra legitimada para interponerlo, al haber sido parte en el proceso de instancia ( artículo 89.1 LJCA).  
  2. En el escrito de preparación se acredita el cumplimiento de tales requisitos reglados, se identifican con 
precisión las normas del ordenamiento jurídico estatal que fueron alegadas en la demanda y tomadas en 
consideración por la Sala de instancia. También se justifica que las infracciones imputadas a la sentencia han sido 
relevantes para adoptar el fallo impugnado [ artículo 89.2 de la LJCA, letras a), b), d) y e)].  
  3. El repetido escrito fundamenta especialmente que concurre interés casacional objetivo para la formación 
de jurisprudencia porque aplica una norma en la que se sustenta la razón de decidir respecto de la que no existe 
jurisprudencia [ artículo 88.3.a) de la LJCA]. De las razones que ofrece para justificarlo se infiere la conveniencia de 
un pronunciamiento del Tribunal Supremo, por lo que se cumple también el requisito exigido por el artículo 89.2.f) 
de la LJCA.  
 
 Segundo. 
 
  Hechos relevantes a efectos del trámite de admisión del presente recurso de casación.  
 Un análisis del expediente administrativo y de las actuaciones judiciales, respetando los hechos de la 
resolución impugnada nos lleva a destacar a efectos de la admisión del presente recurso de casación, algunas 
circunstancias que han de ser tenidas en cuenta: 
 
 I. Actuaciones en la vía administrativa.  
 1º.- El 17 de junio de 2013, la Dependencia Regional de Inspección de la Delegación Especial de Madrid 
dictó acuerdo por el que, se declaró a doña Pura responsable solidaria de las deudas tributarias de la entidad ANCA 
CORPORATE, SL, de conformidad con el artículo 42.2.a) de Ley 58/2003, General Tributaria, fijándose el alcance 
de la responsabilidad en el importe de 1.074.996,43 euros.  
 Previamente, el Juzgado de lo Mercantil número 6 de Madrid había dictado el 25 de marzo de 2011 auto 
declarado en concurso de acreedores a ANCA CORPORATE, S.L, que había entrado en fase de liquidación.  
 2º.- Contra el citado acuerdo, notificado el 5 de julio de 2013, doña Pura interpuso la reclamación económico-
administrativa n° NUM000 ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid.  
 3º.- Dicha reclamación fue estimada por resolución de fecha 28 de octubre de 2014. 
 El TEAR estimó la reclamación al considerar que la recurrente ni acudió ni votó en las Juntas sino que lo 
hizo su representante, el cual, al no constar un mandato imperativo manifestó su propia voluntad respecto a la 
decisión del reparto de dividendos, por lo que en definitiva, en el expediente no estaba suficientemente acreditada, 
ni siquiera de modo indiciario, la concurrencia en la reclamante del elemento subjetivo necesario para la procedencia 
de la derivación de responsabilidad y sin que el hecho de haber obtenido el dividendo fuera suficiente para tal 
procedencia pues no basta para ello el mero hecho de ser destinatario de los bienes. 
 4º.- El 27 de febrero de 2015 la Delegación Espacial de la Agencia Tributaria de Madrid acordó la ejecución 
de la resolución dictada por el Tribunal Económico Administrativo Regional de Madrid el 28 de octubre de 2014, en 
dicha resolución consta expresamente "Fecha entrada en la ORT: 25/11/2014" (Archivo 1_DOCUMENTOS DEL 1 
AL 119.pdf). 
 5º.- El día 24 de marzo de 2015 el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria interpuso recurso de alzada ante el Tribunal Económico-Administrativo 
Central, en el que indicaba que la citada resolución le había sido notificada el día 6 de marzo de 2015 (Archivo 
1_DOCUMENTOS DEL 1 AL 119.pdf). 
 A dicho recurso se acompañó copia de la notificación efectuada en fecha 6 de marzo de 2015, en la que se 
puede leer lo que parece ser la notificación de una resolución relativa a la reclamación económico-administrativa de 
otro contribuyente (Archivo 1_DOCUMENTOS DEL 1 AL 119.pdf): 
 
 "Tengo el honor de elevar a V.I. copia de fallo dictado por este Tribunal con fecha 26/10/2014 en la 
reclamación promovida por: GRANDES AREAS COMERCIALES DE ARAGON SA a los efectos establecidos en los 
artículos 241, 242 y 243 de la Ley 58/03 de 17 de diciembre General Tributaria".  
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 6º.- El 29 de junio de 2.017, el Tribunal Económico-Administrativo Central dictó resolución por la que estimó 
el recurso de alzada interpuesto por el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la AEAT, 
contra la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid, de fecha 28 de octubre de 2014, 
dictada en la reclamación nº NUM000.  
 Por un lado, el TEAC desestimó la alegación de la contribuyente relativa a la extemporaneidad del recurso 
interpuesto por el Director General afirmando que la resolución del TEAR había sido notificada el día 6 de marzo de 
2015. Por otro lado, en cuanto al fondo del asunto fundó la derivación de responsabilidad en el hecho de que por 
unanimidad de los socios en las Juntas Generales de fechas 30 de junio y 27 de noviembre de 2007, se aprobó la 
distribución definitiva del dividendo a cuenta, pagado en enero. La aprobación del dividendo por las Juntas 
Generales se produjo cuando la sociedad ya había recibido la contestación a la consulta tributaria, de fecha 19 de 
marzo de 2007, en la que se contestaba sin lugar a dudas que la entidad debía tributar por el régimen general del 
Impuesto de Sociedades, por lo que, la aprobación definitiva del dividendo distribuido por parte de todos los socios 
de la sociedad ANCA CORPORATE se realizó con conocimiento de que la tributación realizada en el ejercicio 2007, 
y en los dos anteriores -a través del régimen de sociedades patrimoniales- era incorrecta. La resolución concluyó 
que todos los socios eran conocedores de la incorrecta tributación y de la deuda tributaria futura -que se iba a 
determinar si se iniciaban actuaciones inspectoras- y, sin embargo, a pesar de ello, la declarada responsable, a 
través de su representante, aprobó la distribución del dividendo, lo que llevaba consigo el consiguiente vaciamiento 
patrimonial de la deudora. 
  II. Actuaciones en la vía judicial.  
 1º.- No conforme con dicha resolución, doña Pura, interpuso recurso contencioso-administrativo ante la 
Sección 7ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional.  
 En la demanda alegó la extemporaneidad del recurso de alzada, aduciendo que: 
 
 "44. Aunque la documentación obrante en el Expediente no permite determinar con exactitud el día de 
notificación de la Resolución del TEARM, sí permite deducir que no es cierto que dicha notificación tuviera lugar el 
6 de marzo de 2015, como sostiene la Resolución del TEAC impugnada, o cuando menos que no fue entonces 
cuando se produjo la primera notificación. Así puede destacarse: 
 
 (a) La Resolución del TEARM es de fecha 28 de octubre de 2014. 
 (b) La Resolución del TEARM tuvo entrada en la Oficina de Relación con los Tribunales ("ORT") el 25 de 
noviembre de 2014. 
 (c) El Departamento de Inspección Financiera y Tributaria dictó acuerdo de ejecución de la Resolución del 
TEARM el 27 de febrero de 2015. 
 Se adjunta como Documento n° 3 el Acuerdo de Ejecución. Dicho documento ya fue aportado en las 
alegaciones presentadas contra el Recurso de Alzada. No obstante, el mismo no consta en el Expediente. 
 (d) El Director General del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria interpuso el Recurso de 
Alzada el 24 de marzo de 2015. 
 45. Por tanto, si el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria adoptó un acuerdo de ejecución de 
la Resolución del TEARM el 27 de febrero de 2015, es obvio que tuvo conocimiento de dicha Resolución unos días 
o unas semanas antes. Por lo que debe rechazarse la pretensión de la Administración de considerar notificada la 
Resolución del TEARM el 6 de marzo de 2015, lo que nos aboca a concluir que el recurso de alzada interpuesto es 
extemporáneo". 
 2º.- Por providencia de 5 de marzo de 2019 la Sala de instancia acordó librar oficio "al Tribunal Económico- 
Administrativo Regional de Madrid para que en relación con la reclamación nº NUM000 interpuesta por Dª Pura se 
aporte la certificación o acuse de recibo de entrada de la resolución de dicho Tribunal de fecha 28 de octubre de 
2014 en la Oficina del Director de Departamento de Inspección y Tributaria".  
 3º.- La Administración contestó a dicho requerimiento en 25 de marzo de 2019 indicando "En contestación 
a su escrito de fecha 05-03-2019, que tuvo entrada en el Registro de este Tribunal el día 19-03-2019, relativo a la 
reclamación de referencia interpuesta por D./Dña. Pura, se envía documentación solicitada referente a notificación 
realizada al Departamento de Inspección".  
 A dicho informe se acompañó un listado titulado "Notificaciones a Organismos" "Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria", en el que figura fecha de salida de 4 de marzo de 2015, manuscrito "se lleva en 
mano" en el que consta la reclamación NUM000, reclamante doña Pura. No costa fecha de entrada en el 
Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.  
 4º.- La Audiencia Nacional dictó sentencia el 10 de junio de 2019 desestimando el recurso contencioso-
administrativo.  
 La ratio decidendi de la sentencia sobre la extemporaneidad se contiene en el Fundamento de Derecho 
Tercero con el siguiente tenor literal: 
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 "En el presente caso, se practicó una diligencia final de cuyo resultado se ha acreditado que el 4 marzo 2015 
se notifica el fallo del TEAR al Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria. Y a continuación del 
expediente surge que en fecha 20 marzo 2015 se remite el escrito de interposición del recurso de alzada ante el 
TEAC, por lo que no ha transcurrido el plazo de 1 mes previsto en el art. 241 LGT. También resulta que el TEAC 
mediante acuerdo de 30 abril 2015 pone a disposición del Director del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria los expedientes de gestión y de reclamación y concede el plazo de 1 mes para formular alegaciones que 
se presentan el 20 mayo 2015. Por consiguiente, no es posible apreciar extemporaneidad en el recurso de alzada".  
 
 Tercero. 
 
  Marco jurídico.  
  1. El recurrente plantea la interpretación del artículo 241 LGT que dispone que:  
 
 "1. Contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los tribunales económico-administrativos 
regionales y locales y por los órganos económico- administrativos de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades 
con Estatuto de Autonomía podrá interponerse recurso de alzada ordinario ante el Tribunal Económico-
Administrativo Central en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación de las resoluciones. 
 [...] 
 3. Estarán legitimados para interponer este recurso los interesados, los Directores Generales del Ministerio 
de Economía y Hacienda y los Directores de Departamento de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en 
las materias de su competencia, así como los órganos equivalentes o asimilados de las Comunidades Autónomas 
y de las Ciudades con Estatuto de Autonomía en materia de su competencia". 
  2. Por otro lado, la Disposición adicional undécima LGT se refiere a las Reclamaciones económico-
administrativas en otras materias, preceptúa que :  
 "1. Podrá interponerse reclamación económico-administrativa, previa interposición potestativa de recurso de 
reposición, contra las resoluciones y los actos de trámite que decidan, directa o indirectamente, el fondo del asunto 
relativo a las siguientes materias: 
 
 a) Los actos recaudatorios de la Agencia Estatal de Administración Tributaria relativos a ingresos de derecho 
público del Estado y de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de la Administración General 
del Estado o relativos a ingresos de derecho público, tributarios o no tributarios, de otra Administración pública. 
 b) El reconocimiento o la liquidación por autoridades u organismos de los Ministerios de Hacienda y de 
Economía de obligaciones del Tesoro Público y las cuestiones relacionadas con las operaciones de pago por dichos 
órganos con cargo al Tesoro. 
 2. No se admitirán reclamaciones económico-administrativas con respecto a los siguientes actos: 
 
 a) Los que den lugar a reclamación en vía administrativa previa a la judicial, civil o laboral o pongan fin a 
dicha vía. 
 b) Los dictados en procedimientos en los que esté reservada al ministro competente la resolución que ultime 
la vía administrativa. 
 c) Los dictados en virtud de una ley que los excluya de reclamación económico-administrativa. 
 3. Estará legitimado para interponer reclamación económico-administrativa contra los actos relativos a las 
materias a las que se refiere el apartado 1 cualquier persona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el 
acto administrativo, así como el Interventor General de la Administración del Estado o sus delegados, en las materias 
a que se extienda la función fiscalizadora que le confieran las disposiciones vigentes. 
 4. No estarán legitimados para interponer reclamación económico-administrativa contra los actos relativos 
a las materias a las que se refiere el apartado 1: 
 
 a) Los funcionarios y empleados públicos salvo en los casos en que inmediata y directamente se vulnere un 
derecho que en particular les esté reconocido o resulten afectados sus intereses legítimos. 
 b) Los particulares cuando obren por delegación de la Administración o como agentes o mandatarios en 
ella. 
 c) Los denunciantes. 
 d) Los que asuman obligaciones en virtud de pacto o contrato. 
 e) Los organismos u órganos que hayan dictado el acto impugnado, así como cualquier otra entidad por el 
mero hecho de ser destinataria de los fondos gestionados mediante dicho acto. 
 5. Podrán interponer el recurso de alzada ordinario las personas u órganos previstos en el apartado 3 de 
esta disposición adicional y los órganos directivos de los Ministerios de Hacienda y de Economía que se determinen 
reglamentariamente en materias de su competencia. 
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 6. Podrán interponer el recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio los órganos directivos 
de los Ministerios de Hacienda y de Economía que se determinen reglamentariamente. 
 7. Podrán interponer el recurso extraordinario de revisión las personas u órganos previstos en el apartado 3 
de esta disposición adicional, y los órganos directivos de los Ministerios de Hacienda y de Economía que se 
determinen reglamentariamente en materias de su competencia. 
 8. Salvo lo dispuesto en los apartados anteriores, en las reclamaciones económico-administrativas 
reguladas en la presente disposición adicional se aplicarán las normas reguladoras de las reclamaciones económico-
administrativas en materia tributaria contenidas en esta ley". 
  3. Estos preceptos se completan con lo dispuesto en el artículo 50 del Real Decreto 520/2005, de 13 de 
mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria ["RGRVA"], en materia de revisión en vía administrativa, que señala que:  
 
 "1. Los tribunales económico-administrativos notificarán sus resoluciones a los interesados. 
 Asimismo, notificarán la resolución a los órganos legitimados para interponer el recurso de alzada ordinario, 
el recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de 
doctrina según lo previsto en los artículos 241, 242, 243 y en los apartados 5 y 6 de la disposición adicional undécima 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria".  
  4. Además de estas normas, es preciso traer a colación lo dispuesto en artículo 9.3 de la CE que garantiza 
la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos y el artículo 103 CE  
 Estos mandatos constitucionales tienen su reflejo, en el artículo 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, conforme al cual:  
 
 "Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios: [...] 
 d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de 
gestión. 
 e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional [...]". 
  5. El recurrente plantea, además, la interpretación de los anteriores artículos puestos en relación con el 
artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil relativo a la "Carga de la prueba", que establece 
que:  
 
 "1. Cuando, al tiempo de dictar sentencia o resolución semejante, el tribunal considerase dudosos unos 
hechos relevantes para la decisión, desestimará las pretensiones del actor o del reconviniente, o las del demandado 
o reconvenido, según corresponda a unos u otros la carga de probar los hechos que permanezcan inciertos y 
fundamenten las pretensiones. 
 2. Corresponde al actor y al demandado reconviniente la carga de probar la certeza de los hechos de los 
que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente 
a las pretensiones de la demanda y de la reconvención. 
 3. Incumbe al demandado y al actor reconvenido la carga de probar los hechos que, conforme a las normas 
que les sean aplicables, impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos a que se refiere el apartado 
anterior. 
 [...] 
 7. Para la aplicación de lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo el tribunal deberá tener 
presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes del litigio". 
 
 Cuarto. 
 
  Cuestiones en las que se entiende que existe interés casacional.  
 Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación 
con el 90.4 de la misma norma, procede admitir a trámite este recurso de casación, al apreciar esta Sección de 
admisión que el mismo presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, respecto de las 
siguientes cuestiones:  
 
 Determinar quiénes son los "órganos legitimados" para interponer el recurso de alzada ordinario, el recurso 
extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, en 
la medida que la notificación de las resoluciones de las reclamaciones económico- administrativas que pretendan 
impugnarse a través de dichos recursos ha de practicarse a dichos "órganos legitimados" según el artículo 
50RGRVA. 
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 Específicamente, dado que el momento en que se practique esa notificación constituye el dies a quo del 
plazo para interponer alguno de estos tres recursos, habrá que determinar si, a los efectos de considerar notificada 
la resolución de la reclamación económico-administrativa, susceptible de ser impugnada, será suficiente con la 
practicada a la Oficina de Relación con los Tribunales ("ORT") o al correspondiente departamento de la 
Administración, que habiendo dictado el acto tributario que fue objeto de revisión económico-administrativa en 
primera instancia, la reciba a los efectos de su ejecución o, por el contrario, el artículo 50RGRVA exige, además, 
otra notificación, específicamente dirigida a los efectos de permitir su impugnación mediante alguno de los tres 
referidos recursos. 
 Asimismo, conforme al principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 de la Constitución 
y a los efectos de verificar que el recurso de alzada ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación 
de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, se hayan interpuesto dentro de plazo, precisar 
si debe existir o no en el expediente administrativo, constancia documental o informática de la fecha de la notificación 
de la resolución a los "órganos legitimados" para interponerlos.  
 
 Quinto. 
 
  Justificación suficiente de que el recurso planteado cuenta con interés casacional objetivo para la formación 
de la jurisprudencia.  
  1. La cuestión planteada presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, ya que 
las normas que sustentan la razón de decidir de la sentencia discutida no han sido interpretadas por el Tribunal 
Supremo para una situación como la contemplada en el litigio.  
 Aparentemente, en una primera aproximación, podría considerarse como una mera cuestión probatoria, la 
relativa a la notificación de las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas a efectos de interponer 
el recurso de alzada ordinario ante el Tribunal Económico-Administrativo Central en el plazo de un mes, valoración 
de la prueba que quedaría extramuros del recurso de casación por imperativo del artículo 87 bis 1 de la LJCA .  
 Sin embargo, este recurso de casación encierra un verdadero problema jurídico, inédito para la 
jurisprudencia, que ha de analizarse a la vista de los hechos probados de la sentencia que, en síntesis, aprecia que 
hubo notificación al Departamento de Inspección Financiera y Tributaria sobre la base de un listado de notificaciones 
en el que constaba identificada la reclamación de la hoy recurrente en casación, listado que si bien salió del TEAR 
de Madrid el 4 de marzo de 2015 (sello de registro de salida) no hay constancia de su recepción. 
 En efecto, se trata de determinar quiénes son los "órganos legitimados" para interponer el recurso de alzada 
ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la 
unificación de doctrina, en la medida que la notificación de las resoluciones de las reclamaciones económico-
administrativas que pretendan impugnarse a través de dichos recursos ha de practicarse a dichos "órganos 
legitimados" según el artículo 50RGRVA. 
 Específicamente, dado que el momento en que se practique esa notificación constituye el dies a quo del 
plazo para interponer alguno de estos tres recursos, habrá que determinar si, a los efectos de considerar notificada 
la resolución de la reclamación económico-administrativa, susceptible de ser impugnada, será suficiente con la 
practicada a la Oficina de Relación con los Tribunales ("ORT") o al correspondiente departamento de la 
Administración, que habiendo dictado el acto tributario que fue objeto de revisión económico-administrativa en 
primera instancia, la reciba a los efectos de su ejecución o, por el contrario, el artículo 50RGRVA exige, además, 
otra notificación, específicamente dirigida a los efectos de permitir su impugnación mediante alguno de los tres 
referidos recursos.  
 Asimismo, conforme al principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 de la Constitución 
y a los efectos de verificar que el recurso de alzada ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación 
de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, se hayan interpuesto dentro de plazo, precisar 
si debe existir o no en el expediente administrativo, constancia documental o informática de la fecha de la notificación 
de la resolución a los "órganos legitimados" para interponerlos.  
 Este Tribunal Supremo no se ha pronunciado sobre si procede acreditar -y cómo debe acreditarse- la fecha 
de la notificación de la resolución a los órganos legitimados para interponer el recurso de alzada ordinario, el recurso 
extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina 
previstos en los artículos 241, 242, 243 y en los apartados 5 y 6 de la disposición adicional undécima de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, ni sobre las garantías que deben rodear dicha notificación, lo que 
resulta conveniente que se aclare si se tiene en consideración (i) que se está confiriendo una legitimación 
excepcional a un órgano de la propia administración autora de acto para recurrir y (ii) que, en algunos supuestos -
en el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, sometido a idéntico plazo y régimen de notificaciones-, 
puede acontecer que la persona legitimada para interponerlo, que forma parte de la Administración autora del acto, 
además, esté llamada a formar parte del órgano administrativo que decidirá sobre el recurso, como recientemente 
ha sido advertido por el Tribunal de Justicia (Gran Sala), en la Sentencia de 21 de enero de 2020 (Asunto C-274/14; 
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ECLI: EU:C:2020:17), para la que "resulta una confusión entre la condición de parte del procedimiento de recurso 
extraordinario y la de miembro del órgano que ha de conocer de dicho recurso".  
 Concurre pues la presunción del artículo 88.3.a) LJCA toda vez que en la resolución impugnada se han 
aplicado normas sobre las que no existe jurisprudencia.  
  2. La concurrencia de interés casacional objetivo por las razones expuestas hace innecesario contestar a 
las alegaciones esgrimidas por el abogado del Estado, al personarse ante esta Sala, oponiéndose a la admisión del 
recurso de casación preparado por D. Pura.  
  3. Por último, debemos indicar que, el auto de admisión ha de precisar todas las cuestiones que, a juicio de 
la Sección de Admisión, han sido determinantes y relevantes de la decisión adoptada en la resolución que se 
pretende recurrir, que presenten interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia -identificando la 
norma o normas jurídicas que, en principio, serán objeto de interpretación-, pero no debe pronunciarse sobre 
aquellas otras que carezcan de tal interés, para rechazarlas expresamente. El nuevo recurso de casación no se 
articula en torno a motivos, sino a la noción de "interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia", 
de modo que, estando presente en alguno de los aspectos suscitados, el recurso es admisible, haciéndose 
innecesario todo pronunciamiento sobre los demás que carezcan de él [por todos, el auto de 16 de enero de 2020 
(RCA 5758/2019; ECLI:ES:TS:2020:694AA) y 21 de noviembre de 2019 (RCA 2935/2019; 
ECLI:ES:TS:2019:12697AA)].  
 
 Sexto. 
 
  Admisión del recurso de casación. Normas que en principio serán objeto de interpretación.  
  1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 88.1 de la LJCA, en relación con el artículo 90.4 de la LJCA, 
procede admitir este recurso de casación, cuyo objeto será, por presentar interés casacional objetivo para la 
formación de la jurisprudencia, la cuestión descrita en el fundamento jurídico cuarto.  
  2. Las normas que en principio serán objeto de interpretación son:  
 
  2.1 El artículo 241 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y el artículo 50 del Real Decreto 
520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, en relación con el principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 
de la Constitución.  
  2.2 El artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.  
 Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente 
trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.  
 
 Séptimo. 
 
 Publicación en la página web del Tribunal Supremo.  
 Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 de la LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página 
web del Tribunal Supremo.  
 
 Octavo. 
 
 Comunicación inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.  
 Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, como dispone 
el artículo 90.6 de la LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 de la LJCA, 
remitiéndolas a la Sección segunda de esta Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad con 
las reglas de reparto.  
 
 Por todo lo anterior, 
 

LA SECCIÓN DE ADMISIÓN ACUERDA 
 
  1º) Admitir el recurso de casación RCA 6123/2019, preparado por el procurador don Ramón Rodríguez 
Nogueira, en representación de doña Pura, contra la sentencia dictada el 10 de junio de 2019 por la Sección Séptima 
de la Sala lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que, desestimó el recurso nº 709/2017.  
 
  2º) La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en:  
 
 Determinar quiénes son los "órganos legitimados" para interponer el recurso de alzada ordinario, el recurso 
extraordinario de alzada para la unificación de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, en 
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la medida que la notificación de las resoluciones de las reclamaciones económico- administrativas que pretendan 
impugnarse a través de dichos recursos ha de practicarse a dichos "órganos legitimados" según el artículo 
50RGRVA. 
 Específicamente, dado que el momento en que se practique esa notificación constituye el dies a quo del 
plazo para interponer alguno de estos tres recursos, habrá que determinar si, a los efectos de considerar notificada 
la resolución de la reclamación económico-administrativa, susceptible de ser impugnada, será suficiente con la 
practicada a la Oficina de Relación con los Tribunales ("ORT") o al correspondiente departamento de la 
Administración, que habiendo dictado el acto tributario que fue objeto de revisión económico-administrativa en 
primera instancia, la reciba a los efectos de su ejecución o, por el contrario, el artículo 50RGRVA exige, además, 
otra notificación, específicamente dirigida a los efectos de permitir su impugnación mediante alguno de los tres 
referidos recursos.  
 Asimismo, conforme al principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 de la Constitución 
y a los efectos de verificar que el recurso de alzada ordinario, el recurso extraordinario de alzada para la unificación 
de criterio y el recurso extraordinario para la unificación de doctrina, se hayan interpuesto dentro de plazo, precisar 
si debe existir o no en el expediente administrativo, constancia documental o informática de la fecha de la notificación 
de la resolución a los "órganos legitimados" para interponerlos.  
 
  3º) Identificar como normas jurídicas que, en principio, habrán de ser objeto de interpretación :  
 
  3.1 El artículo 241 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y el artículo 50 del Real Decreto 
520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, en relación con el principio de buena administración inferido de los artículos 9.3 y 103 
de la Constitución.  
  3.2 El artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.  
 Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente 
trabado en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.  
 
  4º) Publicar este auto en la página web del Tribunal Supremo.  
 
  5º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.  
 
  6º) Para su tramitación y decisión, remitir las actuaciones a la Sección Segunda de esta Sala, competente 
de conformidad con las normas de reparto.  
 
 Así lo acuerdan y firman. 
 D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez 
 D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo D. César Tolosa Tribiño 
 D. Ángel Ramón Arozamena Laso D. Dimitry Berberoff Ayuda 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ). La Editorial CEF, respetando lo anterior, introduce sus propios marcadores, 
traza vínculos a otros documentos y hace agregaciones análogas percibiéndose con claridad que estos elementos 
no forman parte de la información original remitida por el CENDOJ. 
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